
QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA SILVIA 
OLIVA FRAGOSO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD  

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos y en el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos los diputados que abajo 
suscriben integrantes del Grupo Parlamentario del PRD en la Cámara de Diputados de la 
LX Legislatura presentamos ante esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto por el 
que se reforman diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos para otorgarle la autonomía al Distrito Federal con la siguiente:  

Exposición de Motivos  

La Ciudad de México, a partir del artículo 4o. de los Tratados de Córdoba, se erige, por 
primera vez en la capital y asiento de los poderes que gobiernan nuestro país, más adelante, 
se convierte en Distrito Federal, con el "Acta Constitutiva de la Federación del 31 de enero 
y la Constitución Federal del 4 de octubre ambos de 1824. Desde entonces se ha dado una 
discusión que ha llegado hasta nuestros días, sobre la forma del gobierno y la organización 
política y administrativa del Distrito Federal, cuya reforma política ha sido una asignatura 
pendiente que no ha sido debidamente atendida por el Congreso de la Unión en casi una 
década.  

En aquellos documentos históricos se planteó el problema jurídico y político, de la 
coexistencia y el posible enfrentamiento de dos soberanías en un mismo territorio, ya que , 
al conformarse la República Federal, quedó establecido que el Distrito Federal sería el 
asiento territorial para la residencia y funcionamiento de los Poderes de la Unión, para 
resolver ese dilema se pensó que automáticamente debía aquél ceder su soberanía, no sólo 
como lo hicieran en su momento todos los estados fundadores de la República, como lo 
hizo el Estado de México, al cuál territorialmente pertenecía la Ciudad de México, sino de 
manera más profunda, al quedar en una situación sui generis y de total desventaja en cuanto 
a las atribuciones y competencias que sí se les respetaron a los estados.  

La pugna surgió del enfrentamiento entre un gobierno que administrara el espacio territorial 
y resolviera los problemas que enfrentaba su población, y la necesaria garantía para que los 
poderes federales no se vieran obstaculizados en su funcionamiento por el ejercicio del 
gobierno local.  

La discusión del Constituyente de 1824, resolvió el problema de la división territorial de los 
estados, cuidando de no afectar su integridad territorial, sin embargo, no se ocupó de los 
derechos políticos de los habitantes del Distrito Federal, dejándolos en una evidente 
situación de desventaja respecto de los ciudadanos del resto de la República.  

Los Congresos constituyentes posteriores, no concluyeron ninguna solución para el Distrito 
Federal, cada constituyente lo vio con distinta perspectiva, el de 1857 se ocupó de la 
creación del estado del Valle de México; el de 1916-1917 puso en entredicho la institución 
municipal para el Distrito Federal, que se terminó en 1928 cuando, sin embargo, se volvió a 



reformar la Constitución y se eliminó la elección de autoridades locales, dados los 
conflictos surgidos entre los municipios, suprimiéndose los ayuntamientos y encargándose 
su administración al Poder Ejecutivo Federal, se creó un Departamento Administrativo que 
desapareció el 5 de diciembre de 1997.  

Aunque hay que reconocer que a los ciudadanos que en él residen no se les privó del todo 
de la posibilidad de elegir a representantes propios, con diputaciones y senadores al 
Congreso de la Unión (1826 y 1847). Sin embargo, hoy en día, los avances actuales no 
permiten una clara definición de su naturaleza jurídica, y persiste la mentalidad centralista, 
esto es, que los Poderes Federales y, en particular, el Poder Ejecutivo, gocen a partir de la 
Constitución, de un gran número de facultades y un gran margen de maniobra en los 
asuntos del Distrito Federal.  

En el Constituyente de 1916-1917 precisamente se incorporó, en el artículo 43 de la 
Constitución, al Distrito Federal como parte integrante de la Federación y se mantuvo la 
prescripción de que las funciones ejecutiva y legislativa del Distrito Federal 
correspondieran a los poderes federales, así como en el artículo 44 se le reconoce como 
sede de los poderes de la Unión y capital de los Estados Unidos Mexicanos.  

En 1928, se vivió el último aliento de la precaria libertad política de que gozaban los 
capitalinos con la desaparición de los ayuntamientos en la ciudad y el sometimiento 
administrativo y político al titular del Poder Ejecutivo Federal, y la creación para tal efecto 
del Departamento del Distrito Federal, como una dependencia más de la administración 
pública federal centralizada. Durante los años que siguieron, este órgano crece en tamaño y 
en presupuesto, se convierte en una preciosa posición dentro del gabinete presidencial, más 
no representaría para los capitalinos escasos beneficios.  

En 1996, dentro de la reforma electoral aprobada por el Congreso, un apartado de gran 
relevancia para la vida institucional y democrática de nuestra ciudad, fue la inclusión como 
parte de la reivindicación de los derechos plenos de los ciudadanos que la habitamos, de la 
elección de las autoridades locales, en particular de un Jefe de Gobierno del Distrito 
Federal para las elecciones federales intermedias de 1997.  

Esta reforma se reforzó con una posterior modificación al diseño constitucional y legal de 
las instituciones de gobierno del Distrito Federal, en octubre de 1999, el Congreso de la 
Unión aprobó una reforma al Estatuto de Gobierno del Distrito Federal, que permitió la 
elección de jefes delegacionales en julio del 2000.  

Sin embargo, en cuanto a las facultades y ámbitos de competencia de las delegaciones se 
mantuvo la misma visión administrativa al considerarlos como órganos desconcentrados.  

A pesar de que contamos con representantes al Congreso de la Unión y participamos en la 
formación de la voluntad federal, que desde 1986 cuenta con una Asamblea de 
Representantes o Legislativa, ésta se encuentra impedida de participar del constituyente, no 
se le reconoce realmente su voz en el Congreso, lo cual es contrario a los principios del 
sistema federal.  



Las reformas de 1993 y 1996 otorgaron, sin embargo, una autonomía considerable al 
Distrito Federal en materia legislativa, atribuyendo de manera expresa la mayoría de las 
materias locales a la Asamblea, y conservando el Congreso las no asignadas a ésta.  

A pesar de ello, el texto vigente de nuestra Constitución Política, en su artículo 122, 
permanece intacto ya que no reconoce el carácter de poderes a los órganos de gobierno del 
Distrito Federal, conceptualizándolos meramente como órganos políticos-administrativos, 
junto con el legislativo y el judicial de carácter local, y de que su gobierno está a cargo de 
los Poderes federales.  

A partir de este dispositivo constitucional, el Congreso de la Unión expide el estatuto de 
gobierno del Distrito Federal, aprueba el monto del endeudamiento público y dicta 
disposiciones generales que aseguren el debido, oportuno y eficaz funcionamiento de los 
poderes de la Unión.  

El Presidente de la República puede iniciar leyes ante el Congreso de la Unión en lo 
relativo al DF, propone al Senado quien deba sustituir, en caso de remoción, al Jefe de 
Gobierno, tiene el mando de la fuerza pública y aprueba el nombramiento de su titular (Art. 
34 Estatuto de Gobierno) y es quien presenta anualmente la propuesta de los montos de 
endeudamiento necesarios para el Presupuesto de Egresos del DF. (apartado B Fracción III 
ART. 122).  

La dinámica política de los últimos 10 años, las alternancias en el poder ejecutivo federal y 
locales, los gobiernos divididos, la búsqueda de verdaderos equilibrios federalistas y las 
exigencias de los ciudadanos de esta ciudad, hacen que este arreglo institucional hoy, ya no 
sea el adecuado para enfrentar los problemas y dinámicas del desarrollo político , social, 
urbano y económico no solamente del Distrito Federal, sino también de la zona conurbana 
que se comparte con los Estados de México y Morelos.  

Si bien es cierto, que las sucesivas reformas a la organización política del Distrito Federal 
han significando enormes avances en su democratización, también lo es, que hoy se 
plantean nuevos retos y necesidades entre las que destacan, mayores competencias para la 
administración pública local y el reclamo de los ciudadanos del Distrito Federal de que se 
reconozca una mayor autonomía para su gobierno interior, una legítima aspiración que de 
ninguna manera se contrapone al espíritu del artículo 44 la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos que le da la característica de ser la Capital Federal y sede de los 
Poderes de la Unión.  

Durante el año 2001, integrantes de los partidos políticos representados en la Asamblea 
Legislativa y el Gobierno Capitalino, dieron inicio a una amplia consulta y un proceso de 
negociación intenso que involucró a distintos actores políticos, que tuvieron como objetivo 
reformar el régimen actual del Distrito Federal para otorgarle mayor autonomía en su 
régimen interior.  

La Asamblea Legislativa del Distrito Federal en la sesión celebrada el día 9 de noviembre 
del 2001, por el Pleno de la H. Asamblea Legislativa del Distrito Federal, por mayoría 
absoluta, aprobó el dictamen de una iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y 



adiciona diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
relativos al régimen jurídico y político del Distrito Federal.  

Después se presentó el proyecto a la Cámara de Diputados de la LVIII Legislatura del 
Congreso de la Unión, mismo que fue aprobado casi por unanimidad, sin embargo, la 
responsabilidad histórica recae sobre los senadores del PRI, que descarrilaron el proceso de 
aprobación de tan ambiciosa reforma política para el DF, con lo que se perdió una 
oportunidad.  

Por ello, es que estamos proponiendo una nueva visión de la reforma política del Distrito 
Federal, dando el paso definitivo para reconocer su autonomía y deje de ser como lo fue 
hasta 1997, un apéndice de la administración pública federal o como lo es hoy, el invalido 
de la Federación.  

En ese tenor proponemos en primer término, el cambio de la denominación oficial del 
Distrito Federal que por si misma representa el status de subordinación en el que se 
encuentra, que ya no corresponde a los tiempos actuales de nuestro incipiente sistema 
democrático y al cambio institucional, para reconocer a la Ciudad de México como la 
Capital Federal de los Estados Unidos Mexicanos.  

En razón de ello es que una parte de la presente iniciativa propone cambiar en la 
nomenclatura de nuestra Constitución su denominación, en los artículos 3, 18, 21, 26, 27, 
31, 56, 101, 103 104, 105, 106, 117, 119,123,131 y 134.  

Por otro lado dentro de esta nueva arquitectura constitucional en el artículo 43 proponemos 
que se reconozca dentro del capítulo territorial de nuestra Constitución como parte 
integrante de la Federación a la Ciudad de México y en relación directa con ello, que el 
artículo 44 se reordene para que de sustento a la base territorial de la Ciudad de México 
para que solamente establezca que este se compondrá del territorio que actualmente tiene y 
en el caso de que los poderes Federales se trasladen a otro lugar, se erigirá en el Estado del 
Valle de México con los límites y extensión que le asigne el Congreso General.  

Una reforma importante se debe hacer a las facultades del Congreso del artículo 73, para 
suprimir su injerencia indebida en lo que se refiere a la aprobación anual de los montos del 
endeudamiento público del Distrito Federal y las entidades de su sector público, así como 
también la obligación de su Jefe de Gobierno de informar sobre su ejercicio, con ello se 
permite que los poderes públicos de la Ciudad de México propongan y aprueben dichos 
montos, en ejercicio pleno de su autonomía. En las fracciones subsecuentes se hace también 
el cambio de denominación correspondiente.  

La eliminación de dicha autorización permitirá darle las facultades al Congreso de la 
Ciudad de México para que establezca las disposiciones en materia de deuda con el mismo 
status que prevalece en las entidades federativas. Esta eliminación posibilitará que el 
gobierno autónomo de la Ciudad de México pueda realizar actividades financieras en los 
mercados de deuda para la emisión de bonos de financiamiento para el desarrollo de obra 
pública lo que agilizará las operaciones de fomento en la Ciudad de México.  



Para construir su autonomía es necesario suprimir la facultad exclusiva del Senado de la 
República que contiene el artículo 76 en su fracción IX, que le permite nombrar y remover 
al Jefe del Distrito Federal.  

Así como también en el artículo 89 de entre las facultades y obligaciones del Presidente de 
la República que conceda los indultos, conforme a las leyes, a los reos sentenciados por 
delitos de competencia del fuero común del Distrito Federal.  

En particular en el artículo 105, fracción II, inciso e sobre los sujetos legitimados para 
presentar las acciones de inconstitucionalidad, el treinta y tres por ciento de los integrantes 
de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal planteamos que se derogue por considerar 
que se encuentran ya contemplada tal hipótesis en el inciso anterior, que se refiere a los 
órganos legislativos estatales.  

En el titulo cuarto de las responsabilidades de los servidores públicos y patrimonial del 
Estado, en concreto de los artículos 108, 110 y 111 suprimimos la mención de los 
servidores públicos del Distrito Federal para permitir que el régimen de responsabilidades 
de estos pase a formar parte del orden jurídico normativo local.  

En concordancia con lo anterior proponemos que la denominación del título quinto de la 
Constitución cambie para quedar como sigue: De los Estados, la Ciudad de México y 
Municipios de la Federación, con el propósito de que se reconozca tanto a la Ciudad de 
México como a los municipios como partes integrantes de la Federación.  

Una parte fundamental de la presente iniciativa es la introducción del régimen municipal 
para el gobierno de sus demarcaciones territoriales, por ello incluimos en el decreto la 
propuesta de reformar el artículo 115 para establezca explícitamente que adoptará para su 
organización política y administrativa al Municipio Libre conforme a las siguientes nuevas 
bases: primero, que habrá tantas municipalidades como la extensión territorial y el número 
de habitantes, les permitan subsistir con sus propios recursos así como contribuir a sus 
gastos, segundo, que en sus demarcaciones territoriales participarán cabildos de elección 
popular y tercero, que en el gobierno de la Ciudad de México participará un Cabildo 
conformado por los presidentes municipales de las demarcaciones territoriales.  

En el artículo 117, entre los sujetos obligados a acatar las contravenciones que existen para 
los Estados, creemos necesario incluir también a la Ciudad de México, para ser congruente 
con el marco jurídico al que se están sujetos, no solamente en lo que toca a las facultades y 
atribuciones sino también, en lo que se refiere a las prohibiciones expresas que marca la 
Constitución.  

Asimismo, con la finalidad de fortalecer el régimen municipal de la Ciudad de México y de 
acercar a los gobiernos locales a la ciudadanía proponemos cambiar la figura de Jefe de 
Gobierno por el de Alcalde Mayor de la Ciudad de México, que estará a cargo del 
Ejecutivo y la administración pública en la entidad, será elegido directamente cada seis 
años, toda vez que consideramos que es más acorde con los estándares internacionales de 
otras ciudades y capitales del mundo, el Alcalde de la Ciudad cuenta con un gran 



reconocimiento popular, lo que podría contribuir a que se identifiquen los ciudadanos con 
su autoridad mayor y las correspondientes de las demarcaciones municipales.  

Sobre el artículo 122 existe un gran debate sobre su actualidad, ya que en los hechos hay 
dos vías legislativas para darle sustento constitucional a la autonomía de la Ciudad de 
México, la primera sería la derogación del artículo en sus términos actuales para trasladar 
su contenido a otros dispositivos constitucionales y legales o bien la otra, conservando el 
artículo, pero con una redacción mínima para darle vida a la autonomía de la Ciudad de 
México, preservando los elementos de singularidad esenciales para la convivencia entre los 
poderes locales y federales, precisando las facultades de la Federación frente a la capital de 
la república, incluyendo la parte inicial del artículo 44 para que diga que alberga en su 
territorio a los Poderes de la Unión, ya no como sede de los poderes federales, que es una 
muestra más del régimen de subordinación al que está sujeta. En ese sentido hacemos 
explicita la que debiera ser su denominación oficial "Ciudad de México Capital Federal de 
los Estados Unidos Mexicanos".  

Como cualquier entidad federativa, contará entre sus autoridades locales de un Congreso 
propio, el Alcalde Mayor del que ya hablamos, el Cabildo de la Ciudad de México, así 
como el Tribunal Superior de Justicia, el cual, conjuntamente con el Consejo de la 
Judicatura, ejercerán la función del Poder Judicial del fuero común.  

Desde la Constitución Federal consideramos de vital importancia para elevar a este rango, 
el derecho que tienen los que en ella vivimos para darnos nuestra propia constitución que 
organice los poderes públicos y la convivencia social, entendiendo el ejercicio de dicha 
atribución dentro del esquema de las facultades no reservadas a la Federación y del 
ejercicio de aquellas materias en las cuales se establezca la concurrencia con el Gobierno 
Federal, los estados y municipios.  

Con el fin de garantizar el pleno ejercicio de las competencias de los poderes federales que 
alberga en su territorio, al ser la "Ciudad de México Capital Federal de los Estados Unidos 
Mexicanos", proponemos que sus autoridades locales suscriban un estatuto de capitalidad 
con las autoridades federales como la fórmula más idónea para lograr la plena convivencia 
entre los poderes locales y federales.  

Y por último en este artículo 122, para llevar a cabo una eficaz coordinación de las distintas 
jurisdicciones locales y municipales entre sí, y de éstas con la federación y la Ciudad de 
México en la planeación y ejecución de acciones conjuntas en materia de asentamientos 
humanos; protección al ambiente; preservación y restauración del equilibrio ecológico; 
transporte, agua potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición de desechos 
sólidos y seguridad pública, plantemos la obligación para sus respectivos gobiernos de 
asociarse para establecer la planeación del desarrollo metropolitano y la prestación de 
servicios.  

Por otra parte en el artículo 127 por considerar que la mención de todo servidor público de 
la Ciudad de México y su régimen de remuneraciones debe ser materia de su propia 
constitución plantemos suprimir en el esta materia.  



Y finalmente en el artículo 135 de la presente Constitución, incluimos como parte del poder 
revisor de la constitución, del constituyente permanente, en congruencia con la propuesta 
de la autonomía, a la legislatura de la Ciudad de México para que forme parte de él, no 
solamente, como es hasta ahora, con una facultad de iniciativa disminuida, sino que 
aprueben sus representantes todas aquéllas reformas y adiciones que proponga a la nación 
el Congreso de la Unión.  

En el régimen de transitoriedad proponemos el mecanismo para la I Legislatura del 
Congreso de la Ciudad de México, electa en el año 2009, tenga el carácter de Asamblea 
Constituyente a efecto de redactar un proyecto de Constitución para la Ciudad de México., 
que será aprobado por las dos terceras partes de sus miembros, así como el mandato para 
que convoque a consultas con carácter vinculatorio, y a referéndum ratificatorio, con 
espacios deliberativos reales para la ciudadanía.  

Por las anteriores consideraciones proponemos el siguiente:  

Proyecto de Decreto  

Único. Se reforman el párrafo primero y la fracción III del artículo 3; los párrafos cuarto y 
séptimo del artículo 18; los párrafos sexto y séptimo del artículo 21; el segundo párrafo del 
apartado B del artículo 26; la fracción VI del artículo 27; la fracción IV del artículo 31; la 
fracción I del artículo 41; el artículo 43; el artículo 44; el artículo 56; las fracciones VIII, 
XXIII , XXIX-I, XXIX-J, XXIX-K, XXIX-N del artículo 73; la fracción XIV del artículo 
89, el artículo 101, las fracciones II , III del artículo 103; la fracción I del artículo 104; los 
incisos a, e, f, k, de la fracción I y los incisos c, d, y g de la fracción II todos del artículo 
105; el artículo 106; el inciso a de la fracción VIII del artículo 107; el artículo 108; el 
artículo 110; el artículo 111; la denominación del titulo quinto; el primer párrafo del 115, 
los párrafos primero y segundo del artículo 117; el artículo 119; el artículo 122; el apartado 
B en su fracción IV párrafo segundo y la fracción XIII párrafo tercero del artículo 123; el 
artículo 127, el artículo 131, los párrafos primero y quinto del artículo 134; y el artículo 135 
se derogan la fracción IX del artículo 76; el inciso e de la fracción II del artículo 105; y se 
adicionan dos párrafos a la fracción del artículo 115 todos de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos para quedar como sigue:  

Artículo 3. Todo individuo tiene derecho a recibir educación. El Estado –federación, 
estados, la Ciudad de México y municipios–, impartirá educación preescolar, primaria y 
secundaria. La educación preescolar, primaria y la secundaria conforman la educación 
básica obligatoria.  

III. Para dar pleno cumplimiento a lo dispuesto en el segundo párrafo y en la 
fracción II, el Ejecutivo Federal determinará los planes y programas de estudio de la 
educación preescolar, primaria, secundaria y normal para toda la República. Para 
tales efectos, el Ejecutivo Federal considerará la opinión de los gobiernos de las 
entidades federativas y de la Ciudad de México así como de los diversos sectores 
sociales involucrados en la educación, en los términos que la ley señale. 

Artículo 18. ...  



...  

...  

La Federación, los Estados y la Ciudad de México establecerán, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, un sistema integral de justicia que será aplicable a quienes se 
atribuya la realización de una conducta tipificada como delito por las leyes penales y tengan 
entre doce años cumplidos y menos de dieciocho años de edad, en el que se garanticen los 
derechos fundamentales que reconoce esta Constitución para todo individuo, así como 
aquellos derechos específicos que por su condición de personas en desarrollo les han sido 
reconocidos. Las personas menores de doce años que hayan realizado una conducta prevista 
como delito en la ley, solo serán sujetos a rehabilitación y asistencia social.  

...  

...  

Los reos de nacionalidad mexicana que se encuentren compurgando penas en países 
extranjeros, podrán ser trasladados a la República para que cumplan sus condenas con base 
en los sistemas de readaptación social previstos en este artículo, y los reos de nacionalidad 
extranjera sentenciados por delitos del orden federal en toda la República, podrán ser 
trasladados al país de su origen o residencia, sujetándose a los Tratados Internacionales que 
se hayan celebrado para ese efecto. Los gobernadores de los Estados y el Alcalde Mayor 
de la Ciudad de México podrán solicitar al Ejecutivo Federal, con apoyo en las leyes 
locales respectivas, la inclusión de reos del orden común en dichos Tratados. El traslado de 
los reos sólo podrá efectuarse con su consentimiento expreso.  

...  

Artículo 21. ...  

...  

...  

...  

...  

La seguridad pública es una función a cargo de la Federación, los Estados, la Ciudad de 
México y los Municipios, en las respectivas competencias que esta Constitución señala. La 
actuación de las instituciones policiales se regirá por los principios de legalidad, eficiencia, 
profesionalismo y honradez.  

La Federación, los Estados, la Ciudad de México y los Municipios, se coordinarán en los 
términos que la ley señale, para establecer un sistema nacional de seguridad pública.  



Artículo 26. ...  

A. ...  

B. ...  

Para la Federación, los estados, la Ciudad de México y los Municipios, los datos 
contenidos en el Sistema serán de uso obligatorio en los términos que establezca la ley.  

Artículo 27. ...  

I a V. ...  

VI.. Los estados y la Ciudad de México, lo mismo que los municipios de toda la 
República, tendrán plena capacidad para adquirir y poseer todos los bienes 
necesarios para los servicios públicos. 

Artículo 31. ...  
I a III. ...  

IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como de los Estados, 
la Ciudad de México y municipio en que residan, de la manera proporcional y 
equitativa que dispongan las leyes. 

Artículo 41. ...  
... 

I. Los partidos políticos son entidades de interés público; la ley determinará las normas y 
requisitos para su registro legal y las formas específicas de su intervención en el proceso 
electoral. Los partidos políticos nacionales tendrán derecho a participar en las elecciones 
estatales, municipales y de la Ciudad de México.  

Artículo 43. Las partes integrantes de la Federación son los Estados de Aguascalientes, 
Baja California, Baja California Sur, Campeche, Coahuila, Colima, Chiapas, Chihuahua, 
Durango, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, México, Michoacán, Morelos, Nayarit, 
Nuevo León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa, Sonora, 
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz, Yucatán, Zacatecas y la Ciudad de México.  

Artículo 44. La Ciudad de México se compondrá del territorio que actualmente tiene y en 
el caso de que los poderes Federales se trasladen a otro lugar, se erigirá en el Estado del 
Valle de México con los límites y extensión que le asigne el Congreso General.  

Artículo 56. La Cámara de Senadores se integrará por ciento veintiocho senadores, de los 
cuales, en cada Estado y en la Ciudad de México, dos serán elegidos según el principio de 
votación mayoritaria relativa y uno será asignado a la primera minoría. Para estos efectos, 
los partidos políticos deberán registrar una lista con dos fórmulas de candidatos. La 
senaduría de primera minoría le será asignada a la fórmula de candidatos que encabece la 



lista del partido político que, por sí mismo, haya ocupado el segundo lugar en número de 
votos en la entidad de que se trate.  

...  

...  

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:  

I. a VII. ...  

VIII. Para dar bases sobre las cuales el Ejecutivo pueda celebrar empréstitos sobre 
el crédito de la Nación, para aprobar esos mismos empréstitos y para reconocer y 
mandar pagar la deuda nacional. Ningún empréstito podrá celebrarse sino para la 
ejecución de obras que directamente produzcan un incremento en los ingresos 
públicos, salvo los que se realicen con propósitos de regulación monetaria, las 
operaciones de conversión y los que se contraten durante alguna emergencia 
declarada por el Presidente de la República en los términos del artículo 29. Aprobar 
anualmente los montos de endeudamiento que deberán incluirse en la ley de 
ingresos, conforme a las bases de la ley correspondiente. El Ejecutivo Federal 
informará anualmente al Congreso de la Unión sobre el ejercicio de dicha deuda.  

IX. a XXII. ...  

XXIII. Para expedir leyes que establezcan las bases de coordinación entre la 
Federación, los Estados, la Ciudad de México y los Municipios, en materia de 
seguridad pública; así como para la organización y funcionamiento, el ingreso, 
selección, promoción y reconocimiento de los integrantes de las instituciones de 
seguridad pública en el ámbito federal;  

...  

XXIX-I. Para expedir leyes que establezcan las bases sobre las cuales la Federación, 
los estados, la Ciudad de México y los municipios, coordinarán sus acciones en 
materia de protección civil, y  

XXIX-J. Para legislar en materia de deporte, estableciendo las bases generales de 
coordinación de la facultad concurrente entre la Federación, los estados, la Ciudad 
de México y municipios; asimismo de la participación de los sectores social y 
privado, y  

XXIX-K. Para expedir leyes en materia de turismo, estableciendo las bases 
generales de coordinación de las facultades concurrentes entre la Federación, 
Estados, Ciudad de México y Municipios, así como la participación de los sectores 
social y privado.  



...  

...  

XXIX-N. Para expedir leyes en materia de constitución, organización, 
funcionamiento y extinción de las sociedades cooperativas. Estas leyes establecerán 
las bases para la concurrencia en materia de fomento y desarrollo sustentable de la 
actividad cooperativa de la Federación, Estados, la Ciudad de México y 
Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias.  

... 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:  
I. a VIII. ...  

IX. Derogada  

X. a XII. ... 

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente, son las siguientes:  
I. a XIII. ...  

XIV. Conceder, conforme a las leyes, indultos a los reos sentenciados por delitos de 
competencia de los tribunales federales  

XV.a XX. ... 

Artículo 101. Los Ministros de la Suprema Corte de Justicia, los Magistrados de Circuito, 
los Jueces de Distrito, los respectivos secretarios, y los Consejeros de la Judicatura Federal, 
así como los Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral, no podrán, en ningún 
caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la Federación, de la Ciudad de México 
de los Estados, o de particulares, salvo los cargos no remunerados en asociaciones 
científicas, docentes, literarias o de beneficencia.  

Artículo 103. Los tribunales de la Federación resolverán toda controversia que se suscite:  

I. ...  

II. Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restrinjan la soberanía de 
los Estados o de la Ciudad de México y  

III. Por leyes o actos de las autoridades de los Estados o de la Ciudad de México 
que invadan la esfera de competencia de la autoridad federal. 

Artículo 104. Corresponde a los Tribunales de la Federación conocer:  



I. De todas las controversias del orden civil o criminal que se susciten sobre el 
cumplimiento y aplicación de leyes federales o de los tratados internacionales 
celebrados por el Estado Mexicano. Cuando dichas controversias sólo afecten 
intereses particulares, podrán conocer también de ellas, a elección del actor, los 
jueces y tribunales del orden común de los Estados y de la Ciudad de México. Las 
sentencias de primera instancia podrán ser apelables ante el superior inmediato del 
juez que conozca del asunto en primer grado. 

Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que 
señale la ley reglamentaria, de los asuntos siguientes:  

I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a 
la materia electoral y a lo establecido en el artículo 46 de esta Constitución, se 
susciten entre:  

a) La Federación y un Estado o la Ciudad de México;  

b) ...  

c) ...  

d) ...  

e) Un Estado y la Ciudad de México;  

f) La Ciudad de México y un municipio;  

g) ...  

h) ...  

i) ...  

j) ...  

k) Dos órganos de gobierno de la Ciudad de México, sobre la constitucionalidad de 
sus actos o disposiciones generales.  

...  

...  

II. De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible 
contradicción entre una norma de carácter general y esta Constitución.  

Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días 
naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, por:  



a) ...  

b) ...  

c) El Procurador General de la República, en contra de leyes de carácter federal, 
estatal y de la Ciudad de México, así como de tratados internacionales celebrados 
por el Estado Mexicano;  

d) El equivalente al treinta y tres por ciento de los integrantes de alguno de los 
órganos legislativos estatales y de la Ciudad de México, en contra de leyes 
expedidas por el propio órgano, y  

e) Derogada  

f) ...  

g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter 
federal, estatal y de la Ciudad de México, así como de tratados internacionales 
celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que 
vulneren los derechos humanos consagrados en esta Constitución. Asimismo los 
organismos de protección de los derechos humanos equivalentes en los estados de la 
República, en contra de leyes expedidas por las legislaturas locales. 

Artículo 106. Corresponde al Poder Judicial de la Federación, en los términos de la ley 
respectiva, dirimir las controversias que, por razón de competencia, se susciten entre los 
Tribunales de la Federación, entre éstos y los de los Estados o de la Ciudad de México, 
entre los de un Estado y los de otro, o entre los de un Estado y los de la Ciudad de México.  

Artículo 107. ...  

I. a VII. ...  

VIII. ...  

a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo, por estimarlos 
directamente violatorios de esta Constitución, leyes federales o locales, tratados 
internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo 
con la fracción I del Artículo 89 de esta Constitución y reglamentos de leyes locales 
expedidos por los gobernadores de los Estados o por el Alcalde Mayor de la 
Ciudad de México, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad; 

Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a que alude este Título se reputarán 
como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del 
Poder Judicial Federal, los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en el Congreso de la 
Unión, o en la Administración Pública Federal, así como a los servidores públicos de los 



organismos a los que esta Constitución otorgue autonomía, quienes serán responsables por 
los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones.  

...  

...  

...  

Artículo 110. Podrán ser sujetos de juicio político los senadores y diputados al Congreso 
de la Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Consejeros de 
la Judicatura Federal, los Secretarios de Despacho, los Jefes de Departamento 
Administrativo, el Procurador General de la República, los magistrados de Circuito y jueces 
de Distrito, el consejero Presidente, los consejeros electorales, y el secretario ejecutivo del 
Instituto Federal Electoral, los magistrados del Tribunal Electoral, los directores generales 
y sus equivalentes de los organismos descentralizados, empresas de participación estatal 
mayoritaria, sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos.  

...  

...  

...  

...  

...  

Artículo 111. Para proceder penalmente contra los diputados y senadores al Congreso de la 
Unión, los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los magistrados de la 
Sala Superior del Tribunal Electoral, los consejeros de la Judicatura Federal, los Secretarios 
de Despacho, el Procurador General de la República así como el consejero Presidente y los 
consejeros electorales del Consejo General del Instituto Federal Electoral, por la comisión 
de delitos durante el tiempo de su encargo, la Cámara de Diputados declarará por mayoría 
absoluta de sus miembros presentes en sesión, si ha o no lugar a proceder contra el 
inculpado.  

Título Quinto  
De los Estados, la Ciudad de México y Municipios de la Federación  

Artículo 115. Los Estados y la Ciudad de México adoptarán, para su régimen interior, la 
forma de gobierno republicano, representativo, popular, teniendo como base de su 
organización política y administrativa el Municipio Libre, conforme a las bases siguientes:  

I. ...  



...  

En la Ciudad de México habrá tantas municipalidades como la extensión 
territorial y el número de habitantes, les permitan subsistir con sus propios 
recursos así como contribuir a sus gastos. En sus demarcaciones territoriales 
participarán cabildos de elección popular.  

En el gobierno de la Ciudad de México participará un Cabildo conformado por 
los presidentes municipales de las demarcaciones territoriales. 

Artículo 117. Los Estados y la Ciudad de México no pueden, en ningún caso:  
I. a VIII. ... 

Los Estados, la Ciudad de México y los municipios no podrán contraer obligaciones o 
empréstitos sino cuando se destinen a inversiones públicas productivas, inclusive los que 
contraigan organismos descentralizados y empresas públicas, conforme a las bases que 
establezcan las legislaturas en una ley y por los conceptos y hasta los montos que las 
mismas fijen anualmente en los respectivos presupuestos. Los Ejecutivos informarán de su 
ejercicio al rendir la cuenta pública.  

Artículo 119. ...  

Cada Estado y la Ciudad de México están obligados a entregar sin demora a los 
indiciados, procesados o sentenciados, así como a practicar el aseguramiento y entrega de 
objetos, instrumentos o productos del delito, atendiendo a la autoridad de cualquier otra 
entidad federativa que los requiera. Estas diligencias se practicarán, con intervención de las 
respectivas procuradurías generales de justicia, en los términos de los convenios de 
colaboración que, al efecto, celebren las entidades federativas. Para los mismos fines, los 
Estados y la Ciudad de México podrán celebrar convenios de colaboración con el 
Gobierno Federal, quien actuará a través de la Procuraduría General de la República.  

...  

Artículo 122. La Ciudad de México alberga en su territorio a los Poderes de la Unión 
y como tal se denomina "Ciudad de México Capital Federal de los Estados Unidos 
Mexicanos", tendrá un régimen de gobierno autónomo con un Alcalde Mayor que 
estará a cargo del Ejecutivo y la administración pública en la entidad, será elegido 
directamente cada seis años y contará con un Congreso propio.  

Son autoridades locales de la Ciudad de México, su Congreso, el Alcalde Mayor, su 
Cabildo y el Tribunal Superior de Justicia, el cual, conjuntamente con el Consejo de 
la Judicatura, ejercerán la función del Poder Judicial del fuero común.  

El gobierno de la Ciudad de México se organizará conforme a lo que disponga su 
propia Constitución, ejerciendo las facultades no reservadas a la Federación y en 
aquellas materias en las cuales se establezca la concurrencia con el Gobierno Federal, 
los estados y municipios. Sus autoridades locales suscribirán un estatuto de 



capitalidad con las autoridades federales para garantizar el pleno ejercicio de sus 
competencias.  

Con el fin de llevar a cabo una eficaz coordinación de las distintas jurisdicciones 
locales y municipales entre sí, y de éstas con la federación y la Ciudad de México en la 
planeación y ejecución de acciones conjuntas en las zonas metropolitanas, de acuerdo 
con el artículo 115, fracción Vl de esta Constitución, en materia de asentamientos 
humanos; protección al ambiente; preservación y restauración del equilibrio 
ecológico; transporte, agua potable y drenaje; recolección, tratamiento y disposición 
de desechos sólidos y seguridad pública, sus respectivos gobiernos deberán asociarse 
para establecer la planeación del desarrollo metropolitano y la prestación de servicios 
de manera conjunta con apego a las leyes respectivas.  

Artículo 123. ...  

B. Entre los Poderes de la Unión, el Gobierno de la Ciudad de México y sus trabajadores:  

I a III. ...  

IV. ...  

En ningún caso los salarios podrán ser inferiores al mínimo para los trabajadores en 
general en la Ciudad de México y en las Entidades de la República.  

XIII. ...  

... 

Los miembros de las instituciones policiales de los municipios, entidades federativas, de la 
Ciudad de México, así como de la Federación, podrán ser removidos de su cargo si no 
cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento de la remoción señalen 
para permanecer en dichas instituciones, sin que proceda su reinstalación o restitución, 
cualquiera que sea el juicio o medio de defensa para combatir la remoción y, en su caso, 
sólo procederá la indemnización. La remoción de los demás servidores públicos a que se 
refiere la presente fracción, se regirá por lo que dispongan los preceptos legales aplicables.  

Artículo 127. El Presidente de la República, los Ministros de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión y los demás servidores 
públicos recibirán una remuneración adecuada e irrenunciable por el desempeño de su 
función, empleo, cargo o comisión, que será determinada anual y equitativamente en los 
Presupuestos de Egresos de la Federación o en los presupuestos de las entidades 
paraestatales, según corresponda.  

Artículo 131. Es facultad privativa de la Federación gravar las mercancías que se importen 
o exporten, o que pasen de tránsito por el territorio nacional, así como reglamentar en todo 
tiempo y aun prohibir, por motivos de seguridad o de policía, la circulación en el interior de 



la República de toda clase de efectos, cualquiera que sea su procedencia; pero sin que la 
misma Federación pueda establecer, ni dictar, en la Ciudad de México, los impuestos y 
leyes que expresan las fracciones VI y VII del artículo 117.  

...  

Artículo 134. Los recursos económicos de que dispongan el Gobierno Federal como sus 
respectivas administraciones públicas paraestatales, se administrarán con eficiencia, 
eficacia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados.  

...  

...  

...  

Los servidores públicos de la Federación, los Estados, la Ciudad de México y los 
municipios, tienen en todo tiempo la obligación de aplicar con imparcialidad los recursos 
públicos que están bajo su responsabilidad, sin influir en la equidad de la competencia entre 
los partidos políticos.  

...  

...  

Artículo 135. La presente Constitución puede ser adicionada o reformada. Para que las 
adiciones o reformas lleguen a ser parte de la misma, se requiere que el Congreso de la 
Unión, por el voto de las dos terceras partes de los individuos presentes, acuerden las 
reformas o adiciones, y que éstas sean aprobadas por la mayoría de las legislaturas de los 
Estados y la de la Ciudad de México. El Congreso de la Unión o la Comisión Permanente 
en su caso, harán el cómputo de los votos de las legislaturas y la declaración de haber sido 
aprobadas las adiciones o reformas.  

Transitorios  

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación.  

Segundo. La I Legislatura del Congreso de la Ciudad de México, que será electa en el año 
2009, tendrá el carácter de Asamblea Constituyente a efecto de redactar un proyecto de 
Constitución para la Ciudad de México, que será aprobado por las dos terceras partes de sus 
miembros, para lo cuál convocará a un amplio periodo de consulta dentro de los 6 meses 
siguientes a su instalación, abierto a los partidos políticos, a las organizaciones civiles, y a 
la ciudadanía en general para someterlo posteriormente a referéndum ratificatorio que 
organizará el Instituto Electoral del Distrito Federal.  



Tercero. La consulta a que convoque la Asamblea Constituyente tendrá carácter 
vinculatorio en los términos que la misma determine, así mismo tanto esta consulta como el 
referéndum ratificatorio, deberán propiciar la creación de espacios deliberativos reales para 
la ciudadanía sobre el proyecto de Constitución.  

Cuarto. Se derogan todas las disposiciones que se opongan a las reformas establecidas en 
el presente decreto.  

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 14 de febrero de 2008.  

Diputada Silvia Oliva Fragoso (rúbrica)  
Diputado Salvador Ruiz Sánchez (rúbrica)  

 


